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AUDIENCIA CONSTITUCIONAL
En Toluca, Estado de México; a las once horas del dieciséis 

de junio de dos mil veintiséis, día y hora señalados para la 

audiencia constitucional en el juicio de amparo indirecto ************
*, estando en audiencia pública Itzel Alejandra Martínez Arriaga, 

Jueza Séptimo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de 

Trabajo en el Estado de México, con sede en Toluca, asistida de 

Abimelec Augusto Figueroa Lagunas, Secretario que autoriza y da 

fe, con fundamento en el artículo 124 de la Ley de Amparo, la declaró 

abierta sin la asistencia de las partes ni de quien legalmente las 

represente.

Enseguida, el Secretario da lectura de las constancias que 

obran en autos, sin que sea necesario hacer mención de cada una de 

ellas, en atención a la tesis emitida por la extinta Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 185, 

tomo IV, primera parte, julio a diciembre de 1989, octava época, del 

Semanario Judicial de la Federación, de rubro: "PRUEBAS 
DOCUMENTALES. SU RELACIÓN EN LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL."

Acto continuo el secretario hace relación de las siguientes 

constancias:

También hace constar que la autoridad responsable Jefe del 
Departamento de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del 
Estado de México y Municipios, fue omisa en rendir informe 

justificado, pese a estar notificada para que así lo hiciera.

La Jueza acuerda: Ténganse por relacionadas las constancias 

y respecto a la certificación que precede, tómese en consideración al 

momento de resolver el presente asunto.

AUTORIDAD  RESPONSABLE SENTIDO
JEFE DEL DEPARTAMENTO DE PENSIONES DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS (AUTORIDAD RESPONSABLE).

Omisa.
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A continuación, se abre el período probatorio y el Secretario 

da cuenta con las pruebas ofrecidas por la parte quejosa en su escrito 

de demanda y, certifica: que no existen pruebas pendientes por 

admitir o desahogar.

La Jueza acuerda: Con fundamento en el artículo 119 de la 

Ley de Amparo se tienen por ofrecidas, admitidas y desahogadas en 

razón de su propia y especial naturaleza, las pruebas documentales 

ofrecidas por la persona quejosa, así como la presuncional en su doble 

aspecto legal y humana y la instrumental de actuaciones; al no existir 

prueba pendiente por desahogar, se cierra este periodo.

Se abre la fase de alegatos en el que se hace constar que las 

partes se abstuvieron de formularlos, con lo cual se cierra dicha fase.

No habiendo prueba por desahogar ni promoción por acordar, 

se tiene por celebrada la audiencia constitucional en términos de la 

presente acta y se procede a dictar la sentencia correspondiente:

V I S T O S para resolver los autos del juicio de amparo 

************** y,

R E S U L T A N D O
Primero. Presentación y datos de la demanda. Por escrito 

depositado el veintiuno de mayo de dos mil veintiséis, en el Buzón 

Judicial de los Juzgados de Distrito en Materias Administrativa, Civil y 

de Trabajo en el Estado de México, con residencia en Toluca, turnado 

a este órgano jurisdiccional en esa misma fecha,  **** **** ******* 

***** ****** por propio derecho, solicitó el amparo y protección de la 

Justicia Federal en contra de:

AUTORIDAD RESPONSABLE
1.- Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de 

Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

ACTO RECLAMADO
La omisión de dar respuesta al escrito de aceptación de 

pensión de  ********** ** ***** ** *** *** **********, y como 
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consecuencia de ello, la omisión de realizar el pago de pensión en 
términos del dictamen *********** de *** ** ******* ** *** *** 
************.

Segundo. Admisión. Mediante proveído de veintidós de 
mayo de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda, se 

requirió el informe de ley, se dio intervención al Fiscal Federal adscrito 
y se fijó fecha para la audiencia constitucional. 

Tercero. Audiencia constitucional. La cual tuvo verificativo en 

el acta que antecede.

C O N S I D E R A N D O
Primero. Competencia Este Juzgado Séptimo de Distrito en 

Materias Administrativa, Civil y de Trabajo, en el Estado de México, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 107, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 37, 107, fracción II, de la 

Ley de Amparo; 46 y 54, fracción IV, ambos de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación; en el punto cuarto, fracción II, del 

Acuerdo General 3/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal y el Acuerdo General 20/2024 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo al cambio de denominación, competencia, 

jurisdicción territorial, domicilio, reglas de turno, sistema de recepción y 

distribución de asuntos y que reforma el similar 3/2013 antes 

mencionado, es legalmente competente para resolver el presente juicio 

de amparo indirecto, en virtud de que se reclama un acto omisivo 

proveniente de autoridad administrativa, cuya residencia se encuentra 

dentro del territorio en donde ejerce competencia este órgano de 

control constitucional y la demanda fue presentada en esta jurisdicción.

Segundo. Oportunidad. En el caso, al tratarse de actos 

omisivos, la demanda de amparo puede promoverse en cualquier 

tiempo mientras subsista dicha omisión, por consiguiente, la demanda 

se promovió de manera oportuna. 
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Al respecto resulta aplicable, en lo conducente, la tesis 

III.5o.C.21 K sustentada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 

Civil del Tercer Circuito, cuyo contenido es el siguiente: 

“DEMANDA DE AMPARO, TÉRMINO PARA 
INTERPONERLA TRATÁNDOSE DE ACTOS NEGATIVOS Y 
OMISIVOS. En los primeros la autoridad se rehúsa o rechaza 
expresamente obrar a favor de la pretensión del gobernado; en 
tanto que en los omisivos se abstiene de contestar la petición del 
particular ya sea en forma afirmativa o negativa. En ese contexto, 
se afirma que contra los actos negativos sí corre el término que 
prescribe el artículo 21 de la Ley de Amparo, en la medida de que 
el gobernado resiente una afrenta con la actitud de la autoridad de 
no complacerlo en los términos que éste pretende, situación que 
se consuma en el instante de la negativa y es lo que da la pauta 
para establecer, a partir de que se tenga conocimiento del mismo, 
el plazo a que alude el referido precepto; lo que no sucede con los 
actos omisivos, puesto que la abstención de actuar por parte de la 
autoridad, que es lo que produce el perjuicio, no se consuma en 
un solo evento, sino que se prorroga en el tiempo de momento a 
momento, razón por la cual en esta clase de actos no corre el 
término de referencia.1”.

Tercero. Precisión del acto reclamado y autoridad 
responsable. En términos de lo dispuesto en el artículo 74, fracción I, 

de la Ley de Amparo, se tienen como autoridad responsable y acto 

reclamado:

AUTORIDAD RESPONSABLE
1.- Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de 

Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

ACTO RECLAMADO
La omisión de dar respuesta al escrito de aceptación de 

pensión de  ********** ** ***** ** *** *** **********, y como 
consecuencia de ello, la omisión de realizar el pago de pensión en 
términos del dictamen *********** de *** ** ******* ** *** *** 
************.

Cuarto. Certeza del acto reclamado. La autoridad 

responsable Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de 
Seguridad Social del Estado de México y Municipios, fue omisa en 

1 Tesis III.5o.C.21 K, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, Mayo de 2005, 
página 1451, Registro digital 178476.
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rendir informe justificado, pese a estar notificada que así lo hiciera; en 

consecuencia, con fundamento en el artículo 117, párrafo tercero de la 

Ley der Amparo, se presume cierto el acto reclamado.

Lo anterior, toda vez que el artículo 117, tercer párrafo, de la 

Ley de Amparo, establece:

“Artículo 117. La autoridad responsable deberá rendir su 
informe con justificación por escrito o en medios magnéticos 
dentro del plazo de quince días, con el cual se dará vista a las 
partes. El órgano jurisdiccional, atendiendo a las circunstancias 
del caso, podrá ampliar el plazo por otros diez días.
(…)

Los informes rendidos fuera de los plazos establecidos en el 
párrafo primero podrán ser tomados en cuenta si el quejoso 
estuvo en posibilidad de conocerlos. Si no se rindió informe 
justificado, se presumirá cierto el acto reclamado, salvo prueba 
en contrario, quedando a cargo del quejoso acreditar su 
inconstitucionalidad cuando dicho acto no sea en sí mismo 
violatorio de los derechos humanos y garantías a que se refiere 
el artículo 1° de esta ley.” (El énfasis es añadido).”

Acorde a la disposición legal transcrita se actualizan los 

siguientes supuestos.

a) La falta de informe justificado produce la presunción de 

certeza del acto reclamado, salvo prueba en contrario.

b) Cuando se actualiza la presunción de certeza por falta de 

informe, corresponde al quejoso demostrar la inconstitucionalidad del 

acto siempre que éste no sea violatorio de derechos humanos y 

garantías en sí mismo.

La presunción de certeza recae sólo sobre el acto reclamado, 

más no respecto de las circunstancias que lo rodean, pues el precepto 

en análisis es claro en establecer que ante la falta de informe con 

justificación se presumirá cierto el acto reclamado, excluyendo 

implícitamente otro tipo de cuestiones, como son las relativas a la 

constitucionalidad de los actos, así como las concernientes al interés 

jurídico y demás presupuestos necesarios para la procedencia del 

amparo. 
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Es aplicable, en lo conducente, la tesis2 sostenida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y 

texto siguiente: 

 “INFORME JUSTIFICADO, PRESUNCIÓN DE CERTEZA DE 
LO AFIRMADO EN LA DEMANDA POR FALTA DE. 
ALCANCE. SOLO SE EXTIENDE A LA EXISTENCIA DEL 
ACTO RECLAMADO. La omisión de la autoridad responsable 
de rendir informe justificado sólo presupone que debe estimarse 
cierto el acto reclamado; pero no procede la certidumbre de 
diversos hechos en que el quejoso base su acción de amparo y 
que por ello no caben dentro de la presunción antes 
mencionada.”

Asimismo, por analogía de razón, la tesis aislada número VI. 

2o.J/2413, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto 

Circuito del texto y rubro siguientes:

"INFORME JUSTIFICADO. OMISIÓN DE RENDIRLO. No es 
verdad que la omisión de la autoridad responsable de rendir 
su informe justificado implique que el acto reclamado sea lisa 
y llanamente cierto, sino que de conformidad con el párrafo 
tercero del artículo 149 de la Ley de Amparo, ello sólo da 
lugar a que se tenga como presuntivamente cierto, pero tal 
circunstancia, de ninguna manera acredita el interés jurídico 
del quejoso para solicitar la protección constitucional, ni la 
inconstitucionalidad del acto reclamado, ya que legalmente 
sólo es demostrativa de la existencia presuntiva de este 
último, no de su falta de constitucionalidad, la que de 
acuerdo con el precepto en cita, mismo párrafo, debe ser 
justificada por quien pide amparo".

Luego, por cuanto a la segunda hipótesis, para apreciar cuando 

un acto reclamado en amparo es violatorio de derechos humanos en sí 

mismo, debe atenderse aquéllos casos en que su constitucionalidad o 

inconstitucionalidad no dependa de los motivos, datos o pruebas en 

que se haya fundado dicho acto; dicho de otra forma, cuando el acto 

reclamado pueda ser realizado por la autoridad responsable mediante 

el cumplimiento de determinados requisitos, no puede ser 

considerando violatorio de derechos humanos en sí mismo; y, en 

2 Visible en el Semanario Judicial de la Federación, Segunda Sala, Séptima Época, Volumen 199-204, tercera parte, 
página 59, Materia Común, de registro digital 237280.

3 Visible en Tomo  sesenta y cuatro, abril de mil novecientos noventa y tres, publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, con número de registro digital  216529, consultable en la 
página treinta y nueve.
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cambio, cuando en ningún caso la responsable pueda realizar el acto 

reclamado, con independencia de que deba o no llegar algún requisito, 

entonces sí es dable estimar que el acto es violatorio de derechos 

humanos en sí mismo, porque la responsable estaría actuando fuera 

de su competencia legal. Lo mismo ocurriría si el acto contraviniera 

directamente prohibiciones establecidas en la Ley Fundamental. 

Quinto. Causales de Improcedencia. Previo el estudio del 

fondo de la cuestión planteada, se deben analizar las causales de 

improcedencia o sobreseimiento invocadas por las partes o advertidas 

de oficio por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente 

en el juicio de amparo, tal como lo establece el artículo 62 de la Ley de 

Amparo, cuyo contenido es: 

“Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de 
oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de 
amparo.”

En el caso, las partes no hicieron valer alguna causal de 

improcedencia; además, se concluye que no se actualiza algún motivo 

de improcedencia de manera obvia y objetiva, por lo que procede el 

estudio del fondo del asunto.

Sexto. Análisis de los conceptos de violación. La persona 

quejosa, entre otros, manifiesta la violación a sus derechos humanos 

contenidos el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; pues a pesar de haberse satisfecho todos los 

requisitos y aceptado el dictamen no se ha obtenido el pago de pensión 

correspondiente.

El motivo de disenso que hace valer la persona quejosa, 

resulta fundado y suficiente para conceder el amparo solicitado, 
siendo necesario suplir la deficiencia de la queja en razón de que la 

persona quejosa tiene el carácter de trabajadora, tal como lo establece 

el artículo 79, fracción V,4 de la Ley de Amparo.

4 Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de 
violación o agravios, en los casos siguientes:
(…)
V. En materia laboral, en favor de la persona trabajadora, con independencia de que la relación entre la persona 
empleadora y empleada esté regulada por el derecho laboral o por el derecho administrativo;

A
B

IM
E

L
E

C
 A

U
G

U
ST

O
 FIG

U
E

R
O

A
 L

A
G

U
N

A
S

706a6620636a663300000000000000000001193d
27/03/27 14:02:15

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo indirecto 821/2026-IV-D.

8

Además, apoya la jurisprudencia emitida por la entonces 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro y 

texto:

“SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN AMPARO 
LABORAL. PROCEDE CUANDO EL QUEJOSO Y EL TERCERO 
PERJUDICADO SON TRABAJADORES. En congruencia con la 
evolución histórica de la institución de la suplencia de la queja 
deficiente, se concluye que el beneficio procesal basado en el 
principio de justicia distributiva se instituyó en el artículo 76 Bis, 
fracción IV, de la Ley de Amparo, exclusivamente en favor de la 
clase trabajadora que acude al juicio de garantías como parte 
quejosa o como tercero perjudicada, de manera que cuando sean 
trabajadores quienes acudan con el carácter de quejoso y tercero 
perjudicado, y aun cuando ninguna de las partes se coloca en una 
situación de desigualdad jurídica que requiera equilibrarse, 
subsiste la desventaja técnico procesal que tanto el Poder Revisor 
de la Constitución como el legislador ordinario tomaron en cuenta 
para establecer la obligación de suplir la deficiencia de los 
planteamientos que la parte obrera realice dentro del juicio de 
garantías, dando lugar a que en estos casos opere respecto de 
ambas partes, con el fin de tutelar sus derechos laborales, lo que 
se traduce en que el juzgador federal resuelva la litis constitucional 
que incide en el ámbito laboral atendiendo a los fines de la justicia 
distributiva, confiriendo un trato igual a los iguales que permita 
velar por la constitucionalidad de los actos emitidos por los 
órganos del Estado que afectan derechos laborales”.5
13

El derecho de peticion que la persona quejosa refiere ha sido 

vulnerado se encuentra consagrado en el artículo 8° Constitucional, 

que la letra dice:

“Artículo 8. Los funcionarios y empleados públicos 
respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta 
se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en 
materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los 
ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la 
autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de 
hacerlo conocer en breve término al peticionario.”

Del artículo antes transcrito, derivan ciertos elementos del 

derecho de petición, siendo los siguientes:

1. Debe formularse por escrito de manera pacífica y 

respetuosa;

5 Tesis 2a. /J. 173/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, Noviembre 
de 2009, página 437, Registro digital 165908.
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2. Ser dirigida a una autoridad y recabarse la constancia de 

que fue entregada;

3. Proporcionar el domicilio para recibir la respuesta de la 

autoridad; y,

4. La contestación de la autoridad deberá hacerlo en breve 

término a quien lo solicitó.

Entonces, el precepto legal invocado, establece uno de los 

derechos fundamentales protegidos por la Carta Magna, que es el 

“derecho de petición”, en virtud de que todo gobernado tiene la facultad 

de ocurrir ante cualquier autoridad, formulando por escrito una 

solicitud, y ante dicho escrito, las autoridades están obligadas a dictar 

un acuerdo por escrito que sea congruente con lo que se le solicitó, 

dentro de un breve término.

Sirve de apoyo lo anterior, en lo conducente, la jurisprudencia 

P./J. 42/2001 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación que dispone:

“PETICIÓN. LA EXISTENCIA DE ESTE DERECHO COMO 
GARANTÍA INDIVIDUAL PARA SU SALVAGUARDA A TRAVÉS 
DEL JUICIO DE AMPARO REQUIERE QUE SE FORMULE AL 
FUNCIONARIO O SERVIDOR PÚBLICO EN SU CALIDAD DE 
AUTORIDAD. El derecho de petición es consagrado por el artículo 
8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
como uno de los derechos públicos subjetivos del gobernado 
frente a la autoridad dotada de facultades y atribuciones por las 
normas legales en su calidad de ente del Gobierno del Estado, 
obligado como tal, a dar contestación por escrito y en breve 
término al gobernado, por lo que la existencia de este derecho 
como garantía individual y la procedencia del juicio de amparo 
para su salvaguarda requieren que la petición se eleve al 
funcionario o servidor público en su calidad de autoridad, es decir 
en una relación jurídica entre gobernante y gobernado, y no en 
una relación de coordinación regulada por el derecho privado en 
que el ente público actúe como particular.”6

De lo anterior, se deduce que el artículo 8° Constitucional, 

contiene dos requisitos formales que toda autoridad debe observar con 

6 Tesis: P. /J. 42/2001, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, Abril de 2001, 
página 126, Registro digital 189914.
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el objeto de cumplir íntegramente con el imperativo constitucional en 

comento, que son:

a) Dar contestación por escrito; y

b) Que se realice en breve término al interesado conforme a 

las disposiciones legales que rigen el acto.

Por otra parte, el artículo 73 de la Ley de Seguridad Social para 

los Servidores Públicos del Estado de México y Municipio, en lo que 

interesa, establece:

“ARTICULO 73.- El Instituto resolverá respecto al 
otorgamiento de una pensión del sistema solidario de reparto en 
un plazo de treinta días contados a partir de la fecha en que reciba 
la solicitud con la documentación correspondiente. (…)”

Del precepto legal transcrito se aprecia, para lo que interesa, 

que el Instituto responsable cuenta con un plazo de treinta días 

contados a partir de la fecha en que reciba la solicitud, para resolver 

respecto al otorgamiento de una pensión.

En el presente asunto, como lo acredita la quejosa con copia de 

su escrito de aceptación de pensión de ********** ** ***** ** *** 
*** **********, mediante el cual la persona quejosa presentó ante la 

autoridad responsable la aceptación de pensión otorgada a través del 

dictamen de otorgamiento de pensión número ***********, de dos de 
febrero de dos mil veinticuatro* a los que se les concede valor 

probatorio por no estar aislados sino robustecidos con la presunción 

del acto reclamado a atribuido a la autoridad responsable.

Por tanto, si el Instituto de Seguridad Social del Estado México 

y Municipios, cuenta con un plazo de treinta días a partir de que recibe 

una solicitud, en el caso, la aceptación de pensión, y éste ha sido 

omiso en dar contestación a la petición realizada por la parte quejosa; 

es evidente que con dicho se transgrede lo dispuesto en el artículo 8° 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el 

diverso 73, de la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos 

del Estado de México y Municipio.
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Por su aplicación, se cita la tesis aislada I.2o.A.5 K que 

establece:

“DERECHO DE PETICION, VIOLACION AL. La violación al 
derecho de petición puede ser invocada siempre que un 
funcionario público no dé respuesta a una solicitud formulada en 
los términos exigidos por el artículo octavo constitucional, aun 
cuando lo que se pide se encuentre expresamente previsto en 
algún precepto ordinario”.7 

En consecuencia, a fin que la autoridad responsable cumpla 

con el derecho de petición consagrado en la Constitución Política de 

los Estado Unidos Mexicanos, a favor de  **** **** ******* ***** 

*****, lo procedente es conceder el amparo y protección de la 
Justicia Federal, para los efectos que se precisarán en el apartado 

correspondiente.

Ahora, debe destacarse que la pensión jubilatoria constituye un 

derecho fundamental de seguridad social, consagrada en el artículo 

123, apartado B, fracción XI, inciso a, constitucional, que dispone: 

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y 
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos 
y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases 
siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales 
regirán:

(...) B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: (...).
XI. La seguridad social se organizará conforme a las 

siguientes bases mínimas:
a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las 

enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, la 
invalidez, vejez y muerte…”

En primer término, debe destacarse que conforme a la reforma 

constitucional en materia de amparo y derechos humanos, 

respectivamente, generaron una nueva concepción sobre el alcance de 

los derechos humanos y su protección, particularmente con la adición 

de los párrafos segundo y tercero al artículo 1° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los que se incorporaron 

los principios de interpretación conforme, de interpretación más 

favorable a las personas, o principio pro homine, universalidad, 

7 Tesis I.2o.A.5 K, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, Marzo de 1991, página 137, 
Registro digital 223375.
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interdependencia, indivisibilidad y progresividad, circunstancia a la que 

se le ha denominado comúnmente, un “nuevo paradigma 

constitucional” en materia de protección de este tipo de prerrogativas 

fundamentales.

El artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 

Mexicanos, establece lo siguiente: 

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su 
protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 
tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio 
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la 
protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

De lo transcrito se obtiene que todas las autoridades, en el 

ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de conformidad 

con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 

progresividad.

Así, destaca en el caso, la obligación de garantizar que el 

gobernado mantenga el disfrute del derecho humano, así como 

mejorarlo y restituirlo en caso de violaciones; de proteger que implica 

crear el marco jurídico y la maquinaria institucional para prevenir 

violaciones a los derechos humanos; y, el principio de 
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interdependencia que se refiere a las relaciones reciprocas de los 

derechos humanos fundamentales, toda vez, que el disfrute de los 

derechos depende para su existencia de la realización de otro u otros 

grupos de derechos. 

Entre esos derechos, se encuentra los relativos a la seguridad 

social, el de la dignidad humana y el del mínimo vital.

Para explicar ello, en principio debe observarse que ha 

quedado demostrado que a la quejosa se le pensionó y dicha pensión 

se realizó atendiendo al dictamen de otorgamiento de pensión número 

***********, de dos de febrero de dos mil veinticuatro* emitido por 

el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios 

(ISSEMYM); sin embargo, no se ha realizado el pago correspondiente, 

no obstante que la parte quejosa el ********** ** ***** ** *** *** 

**********, presentó ante la autoridad responsable la aceptación de 

dicha pensión, mediante la cual manifestó su conformidad respecto de 

la cuota autorizada, sin que exista mandamiento escrito de autoridad 

competente, que funde, motive, incluso justifique el retardo del pago de 

la pensión, por lo que resulta evidente que el actuar de la autoridad 

vulnera los derechos humanos de la hoy persona quejosa.

En suma, se advierte que con el acto reclamado no sólo existe 

transgresión al artículo 1° Constitucional, sino también a otros 

derechos fundamentales de la parte quejosa, tales como el derecho a 

la dignidad humana y el derecho al mínimo vital, que guardan íntima 

relación con la pensión y de tutela jurisdiccional urgente.

En cuanto al derecho a la dignidad humana, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que la 

dignidad humana funge como un principio jurídico que permea en todo 

el ordenamiento, pero también como un derecho fundamental que debe 

ser respetado en todo caso, cuya importancia resalta al ser la base y 

condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral 

de la personalidad.
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Tales consideraciones se encuentran contenidas en la tesis 

aislada LXV/2009 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, que dispone: 

“DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO 
LA RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS 
DERECHOS FUNDAMENTALES. El artículo 1º. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que todas las 
personas son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer 
discriminación alguna por razones étnicas o de nacionalidad, raza, 
sexo, religión o cualquier otra condición o circunstancia personal o 
social que atente contra la dignidad humana y que, junto con los 
instrumentos internacionales en materia de derechos humanos 
suscritos por México, reconocen el valor superior de la dignidad 
humana, es decir, que en el ser humano hay una dignidad que 
debe ser respetada en todo caso, constituyéndose como un 
derecho absolutamente fundamental, base y condición de todos 
los demás, el derecho a ser reconocido y a vivir en y con la 
dignidad de la persona humana, y del cual se desprenden todos 
los demás derechos, en cuanto son necesarios para que los 
individuos desarrollen integralmente su personalidad, dentro de los 
que se encuentran, entre otros, el derecho a la vida, a la integridad 
física y psíquica, al honor, a la privacidad, al nombre, a la propia 
imagen, al libre desarrollo de la personalidad, al estado civil y el 
propio derecho a la dignidad personal. Además, aun cuando estos 
derechos personalísimos no se enuncian expresamente en la 
Constitución General de la República, están implícitos en los 
tratados internacionales suscritos por México y, en todo caso, 
deben entenderse como derechos derivados del reconocimiento al 
derecho a la dignidad humana, pues sólo a través de su pleno 
respeto podrá hablarse de un ser humano en toda su dignidad.”8

Asimismo, apoya lo anterior la jurisprudencia 1a. /J. 37/2016 

(10a.) emitida por la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de texto: 

“DIGNIDAD HUMANA. CONSTITUYE UNA NORMA 
JURÍDICA QUE CONSAGRA UN DERECHO FUNDAMENTAL 
A FAVOR DE LAS PERSONAS Y NO UNA SIMPLE 
DECLARACIÓN ÉTICA. La dignidad humana no se identifica ni 
se confunde con un precepto meramente moral, sino que se 
proyecta en nuestro ordenamiento como un bien jurídico 
circunstancial al ser humano, merecedor de la más amplia 
protección jurídica, reconocido actualmente en los artículos 1o., 
último párrafo; 2o., apartado A, fracción II; 3o., fracción II, inciso 
c); y 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En efecto, el Pleno de esta Suprema Corte ha 
sostenido que la dignidad humana funge como un principio 
jurídico que permea en todo el ordenamiento, pero también como 
un derecho fundamental que debe ser respetado en todo caso, 
cuya importancia resalta al ser la base y condición para el 

8 Tesis: P. LXV/2009, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 
2009, página 8, registro digital 165813.

A
B

IM
E

L
E

C
 A

U
G

U
ST

O
 FIG

U
E

R
O

A
 L

A
G

U
N

A
S

706a6620636a663300000000000000000001193d
27/03/27 14:02:15

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

javascript:void(0)
javascript:void(0)


Juicio de amparo indirecto 821/2026-IV-D.

15

disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de la 
personalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es una 
simple declaración ética, sino que se trata de una norma jurídica 
que consagra un derecho fundamental a favor de la persona y 
por el cual se establece el mandato constitucional a todas las 
autoridades, e incluso particulares, de respetar y proteger la 
dignidad de todo individuo, entendida ésta -en su núcleo más 
esencial como el interés inherente a toda persona, por el mero 
hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a no 
ser humillada, degradada, envilecida o cosificada.”9

Respecto al derecho humano al mínimo vital, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la tesis P. X/2013 

(9a.), de rubro: “DERECHO AL MÍNIMO VITAL. EL LEGISLADOR 
CUENTA CON UN MARGEN DE LIBRE CONFIGURACIÓN EN 
CUANTO A LOS MECANISMOS QUE PUEDE ELEGIR PARA 
SALVAGUARDARLO.” emitió las consideraciones siguientes:

El trazo constitucional permite apreciar que el derecho al 

mínimo vital exige del Estado el aseguramiento de una existencia digna 

para las personas, como postulado básico de un Estado social, en la 

medida en la que se postula la idea de remover los obstáculos de 

orden económico y social que impidan el pleno desarrollo de la 

persona, así como la efectiva participación de todos los ciudadanos en 

la organización política, económica, cultural y social del país. 

Indicó que puede afirmarse que, mientras que la Constitución 

Política claramente establece como responsabilidad estatal el que se 

garantice a los particulares la satisfacción de las necesidades más 

elementales, no puede decirse que es necesariamente a través del 

sistema fiscal que ello debe cumplirse, si bien no se soslaya el hecho 

de que, en ausencia de políticas, planes o programas que consigan 

dicho propósito mediante acciones positivas de la administración 

pública, sí resulta indispensable que la tributación no penetre en los 

signos de capacidad que son destinados por las personas que apenas 

cuentan con lo suficiente para cubrir dichos requerimientos esenciales. 

Asimismo, que abarca todas las acciones positivas y negativas 

que permitan respetar la dignidad humana, lo que implica la obligación 

9 Tesis: 1a./J. 37/2016 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Agosto de 
2016, Tomo II, página 633, Registro digital 2012363.
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para el Estado de garantizar -y no necesariamente otorgar la 

prestación de manera directa- que los ciudadanos tengan acceso 

generalizado a alimentación, vestido, vivienda, trabajo, salud - 

incluyendo prevención de enfermedades y rehabilitación-, transporte, 

educación, cultura, así como a un medio ambiente sano y sustentable; 

aunado a ello, debe garantizar atención a los incapacitados o a las 

personas con necesidades especiales o específicas, procurando su 

incorporación a la vida activa. 

En este sentido, se concluye que los diversos derechos 

fundamentales y necesidades básicas no únicamente deben 

satisfacerse a través de un mecanismo único y determinado con que 

cuente el Estado, sino que ello puede llevarse a cabo a través de las 

diversas medidas positivas y negativas que tiene a su alcance, incluso, 

mediante diversas prestaciones relacionadas con alimentación, vestido, 

vivienda, trabajo, salud, transporte, educación, cultura, etcétera. 

Sirve de apoyo la tesis VII/2013, del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, que establece:

“DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU CONTENIDO 
TRASCIENDE A TODOS LOS ÁMBITOS QUE PREVEAN 
MEDIDAS ESTATALES QUE PERMITAN RESPETAR LA 
DIGNIDAD HUMANA. Esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha reconocido que desde una óptica tributaria, el derecho 
al mínimo vital tiene fundamento en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como un 
derecho de los gobernados en lo general, independientemente de 
la manera en la que obtengan sus ingresos o de la prerrogativa 
establecida en el artículo 123 constitucional para la clase 
trabajadora, consistente en que se exceptúa de embargo, 
compensación o descuento el salario mínimo; pero también 
reconoce que el derecho al mínimo vital trasciende tanto a la 
materia fiscal como a la laboral, y abarca un conjunto de medidas 
estatales de diversa índole (acciones positivas y negativas) que 
permiten respetar la dignidad humana en las condiciones 
prescritas por el artículo 25 constitucional, tomando en cuenta que 
ese derecho no sólo se refiere a un mínimo para la supervivencia 
económica, sino también para la existencia libre y digna descrita 
en la parte dogmática de la Constitución Federal, lo cual en 
términos de su artículo 1º., resulta concordante con los 
instrumentos internacionales que son fundamento de los derechos 
humanos reconocidos por la Ley Suprema. En ese sentido, si el 
derecho al mínimo vital trasciende a lo propiamente tributario y se 
proyecta sobre la necesidad de que el Estado garantice la 
disponibilidad de ciertas prestaciones en materia de procura 
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existencial o asistencia vital, éste deberá asumir la tarea de 
remover los obstáculos de orden económico y social que impidan 
el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación de 
todos los ciudadanos en la organización política, económica, 
cultural y social del país.”10

Ahora bien, el derecho a la pensión, como ya se dijo, se 

encuentra consagrado en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso 

a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, este 

precepto no sólo contiene las bases mínimas de seguridad social para 

los trabajadores al servicio del Estado, sino que de él también deriva el 

principio constitucional de la previsión social, que se sustenta en la 

obligación de establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y 

bienestar personal a los trabajadores y a su familia, ante los riesgos a 

los que se encuentran expuestos, orientados necesariamente a 

procurar el mejoramiento del nivel de vida.

Con relación a la jubilación, igualmente debe reconocerse que 

ésta representa otro de los aspectos fundamentales del principio de la 

previsión social, porque tiende a garantizar que el trabajador o 

trabajadora que han prestado sus servicios por determinado número de 

años y llegado a una edad avanzada, puedan decidir retirarse de su 

trabajo, con la confianza de que tendrán derecho a recibir una pensión 

que les permita vivir con dignidad. 

Así, es indiscutible que los pensionados, al jubilarse, tienen el 

derecho constitucional a recibir una pensión que les permita vivir, pero, 

además, que ese derecho no es sólo una prerrogativa más, sino que 

debe atender a parámetros específicos como son la vida digna y el 

derecho a un mínimo vital.

Ahora bien, en este apartado debe enfatizarse que los derechos 

humanos destacados, en función de una pensión, no sólo se respeta a 

través de proveer al pensionado de una cantidad para que haga frente 

a las necesidades que pueda tener como individuo en la vejez, y de 

conformidad con lo que haya cotizado durante su vida laboral activa, y 

conforme a las reglas y tabuladores que para ello existe en el ámbito 

10 Tesis: P. VII/2013 (9a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 1, diciembre de 
2013, Tomo I, página 136, Registro digital 159820.
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administrativo, sino que por ello, el Estado, como garante de la 

subsistencia del pensionado, debe entregar y cubrir en tiempo la 

pensión digna, para no hacer ilusorios los derechos humanos referidos.

Ello, porque el jubilado depende del pago de su pensión, para 

satisfacer sus necesidades mediatas e inmediatas, y al no pagársele 

en el tiempo en que se debe hacerlo, conforme al calendario de pagos 

previamente establecido, queda en estado de vulnerabilidad, al no 

poder adquirir lo más necesario para subsistir, como son los alimentos, 

ni hacer frente a los compromisos económicos adquiridos, como son el 

pago de servicios, de vivienda, tampoco puede acceder a servicios de 

salud y de educación, menos a un medio ambiente sano y sustentable, 

que le permita vivir dignamente.

Una vez expuestas las anteriores premisas, debe reiterarse que 

en este caso, quedó evidenciado que la autoridad responsable Instituto 

de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, ha omitido 

realizar las gestiones administrativas correspondientes para realizar el 

pago de la pensión por jubilación a que tiene derecho la agraviada, 

conforme al dictamen de otorgamiento de pensión número 

***********, de dos de febrero de dos mil veinticuatro, retrasando 

injustificadamente dicho pago de pensión; lo cual, indudablemente, 

constituye una violación a los derechos humanos de dignidad humana 

y del mínimo vital.

Ello, porque durante el tiempo en que no recibió su pago de 

pensión, careció de los medios para la plena satisfacción de todas sus 

necesidades básicas, en virtud de su dignidad como ser humano, lo 

cual, no se subsana únicamente con el pago posterior o tardío de tales 

pensiones, ya que ello no retribuye en nada las molestias, problemas y 

obstáculos que una persona de la tercera edad debe enfrentar para 

subsistir hasta en tanto el pago acontece. 

Por tanto, el Estado, a través de la autoridad responsable, 

incumplió con la obligación de garantizar tales derechos humanos, 

porque a él, se reitera, le corresponde asegurar la satisfacción de las 

necesidades básicas de todos sus ciudadanos, en el caso, el derecho 
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que adquirió la pensionada aquí quejosa, después de laborar por el 

tiempo señalado por la ley, a recibir el pago de una pensión, la que 

debe ser realizada en tiempo, porque sólo así se puede garantizar una 

subsistencia digna, a este despliegue estatal se le conoce como 

obligación estatal de garantía y se traduce en la obligación del Estado 

a través de esos entes públicos de mantener el disfrute del derecho, 

pero además también el mejorarlo y restituirlo en caso de violación. 

En efecto, al restringirse el derecho de la parte quejosa de 

recibir su pago de pensión en tiempo, se violan los derechos humanos 

invocados, ya que la pensión por jubilación protege la dignidad de los 

trabajadores en la etapa de retiro y el derecho al mínimo vital, que 

comprende las satisfacciones necesarias para que ese retiro sea digno. 

De esta forma, el hecho de que se encuentre en trámite para 

generar el pago de pensión por jubilación respectivo, no hace 

desaparecer las infracciones a los derechos humanos de la quejosa 

pensionada, como sí hubieran cesado los actos reclamados, y por esa 

razón, al margen de que ese pago ya se haya realizado de forma 

tardía, ello hace que sea inconstitucional, no sólo por no existir orden 

escrita o mandamiento que así lo determine, sino porque con ello se ha 

transgredido en perjuicio de la agraviada el derecho humano a la 

dignidad y al mínimo vital, la transgresión al derecho humano a la 

seguridad social del que deriva el pago de pensión a los jubilados, la 

violación al libre desarrollo de la persona, la necesidad de garantizar la 

continuidad en tiempo y forma legal en el pago de la pensión como 

obligación del Estado a través del ente asegurador de las prestaciones 

de seguridad social y el derecho de los pensionados de recibir una 

protección especial por su condición de integrantes de un grupo en 

situación de vulnerabilidad integrado por sujetos que ordinariamente 

tienen la presunción de subsistir económicamente, de lo que reciben 

mensualmente como concepto de pensión por jubilación. 

Derechos humanos que conforme al principio de 

interdependencia mantienen relaciones recíprocas entre todos ellos, 

así el derecho humano a recibir el pago de la pensión de jubilación en 

forma oportuna es condicionante de éstos u otros derechos 
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mencionados, cuya afectación no cesó y solo puede reparase 

restituyendo el respeto de esos derechos para alcanzar su respectiva 

protección y garantía, pues el contenido esencial de este derecho 

(pensión) supone el establecimiento de elementos mínimos que el 

Estado debe proveer en forma inmediata y sin que medien contra 

argumentos fácticos de imposibilidad proveniente de escases de 

recursos o elementos semejantes, pues así se cumple en este caso la 

obligación estatal de garantizar y proteger los derechos humanos 

conforme al principio de interdependencia de éstos, que resultan 

aplicables al caso concreto. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio emitido por el Tercer 

Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito tesis XV.3o.9 A (10a.) 

que dispone:

“PENSIÓN JUBILATORIA. LA OMISIÓN RECURRENTE DE 
PAGARLA OPORTUNAMENTE VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS A LA DIGNIDAD, AL MÍNIMO VITAL Y A LA 
SEGURIDAD SOCIAL DE LOS JUBILADOS. Bajo el enfoque 
actual de una mayor protección a los derechos humanos mediante 
el acceso a la justicia constitucional, y ante la problemática social 
que origina el retraso injustificado del pago de las pensiones a los 
jubilados, corresponde al Estado asegurar la satisfacción de las 
necesidades básicas de todos sus ciudadanos, en el caso, el 
derecho que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XI, 
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos adquirieron aquéllos después de laborar por el tiempo 
señalado por la ley, a recibir el pago de una pensión, el cual debe 
ser realizado en tiempo, porque sólo así se puede garantizar una 
subsistencia digna. A este despliegue estatal se le conoce como 
obligación de garantía y se traduce en que el Estado, a través de 
los entes públicos correspondientes, debe mantener el disfrute del 
derecho respectivo, pero también mejorarlo y restituirlo en caso de 
violación. Por tanto, cuando se omite pagar oportunamente una 
pensión jubilatoria en forma recurrente, se violan los derechos 
humanos a la dignidad y al mínimo vital de los jubilados, ya que 
aquélla comprende la satisfacción de las necesidades básicas 
para que ese retiro sea digno. Asimismo, se transgrede el derecho 
humano a la seguridad social, del que deriva el pago de la 
pensión, por la necesidad de garantizar la continuidad en tiempo y 
forma legal del pago de la pensión, como obligación del Estado 
mediante el ente asegurador de las prestaciones de seguridad 
social, derivado del derecho de los pensionados a recibir una 
protección especial por su condición de integrantes de un grupo 
en situación de vulnerabilidad, integrado por sujetos que 
ordinariamente tienen la presunción de subsistir económicamente 
de lo que reciben mensualmente por concepto de pensión.”11

11 Tesis: XV.3o.9 A (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 75, Febrero de 
2020, Tomo III, página 2361, Registro digital 2021661.
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Por esas razones, y ante lo fundado del concepto de violación, 

suplido en la deficiencia de la queja, la Justicia de la Unión ampara y 
protege a la quejosa en los términos previstos en la presente 

ejecutoria.

Séptimo. Efectos. Por su parte, el artículo 77, fracción II,12 de 

la Ley de Amparo, establece que los efectos de la concesión del 

amparo, cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique 

una omisión, serán los de obligar a la autoridad a respetar el derecho 

de que se trate y a cumplir lo que el mismo le exija, por lo que, la 

protección constitucional otorgada, tiene el alcance de obligar a la 

autoridad responsable, por conducto de la autoridad legalmente 

competente para tal efecto, a realizar lo siguiente: 

1. De inmediato emita una respuesta fundada y motivada, 

respecto de su escrito de aceptación de pensión de  ********** ** 

***** ** *** *** **********, que le fue presentado por la persona 

quejosa **** **** ******* ***** *****.

2. En el mismo tenor, realice las gestiones administrativas 
necesarias (con la autoridad que corresponda), a fin de que le 
sean depositadas y/o entregadas las cantidades que por concepto 
del pago de la pensión le correspondan a la quejosa, conforme al 

dictamen de otorgamiento de pensión número *********** de *** ** 
******* ** *** *** ************, en los términos establecidos en el 

mismo, siempre y cuando se encuentre vigente.

Cobra aplicación, por su contenido jurídico, la tesis 2a. /J. 

135/2019 (10a.) emitida por la entonces Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de contenido:

“PENSIONES OTORGADAS POR EL ISSSTE. LAS 
DIFERENCIAS DERIVADAS DE LOS INCREMENTOS 
OMITIDOS POR EL INSTITUTO DEBEN ENTREGARSE 
ACTUALIZADAS. De acuerdo con el marco normativo que rige las 
pensiones otorgadas conforme al antiguo régimen conocido como 

12 Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo serán:
(…)
II. Cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, obligar a la autoridad responsable a 
respetar el derecho de que se trate y a cumplir lo que el mismo exija.
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de reparto o de beneficios definidos, corresponde al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
efectuar los incrementos de las pensiones que prevé el artículo 57 
de su legislación vigente hasta el 4 de enero de 1993, esto es, 
cuando aumentan los sueldos básicos de los trabajadores en 
activo, en tanto que en términos de la legislación en vigor hasta el 
31 de marzo de 2007, tal aumento debe aplicarlo anualmente 
conforme al incremento que en el año calendario anterior hubiese 
tenido el Índice Nacional de Precios al Consumidor, con efectos a 
partir del 1 de enero de cada año; sin que, por tanto, sea 
necesario que previamente lo solicite el pensionado. De ahí que 
cuando el Instituto omite dar cumplimiento a la normativa en 
comento y el pensionado reclama (ya sea ante el propio Instituto o 
con posterioridad en el juicio contencioso) tanto los incrementos 
omitidos como las diferencias que de ellos deriven, en caso de 
resultar procedente dicho reclamo, el mencionado Instituto 
quedará constreñido a entregar las diferencias debidamente 
actualizadas, conforme al procedimiento que establece el artículo 
6, fracción II, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, habida 
cuenta que la inobservancia de la ley por parte de esa 
dependencia conlleva que el pensionado no pueda disponer de las 
cantidades respectivas en el momento en que legalmente tiene 
derecho a ello y conforme a la realidad económica existente.”13

En el entendido de que esta sentencia se tendrá por cumplida 

una vez que la autoridad responsable realice el primer pago relativo a 

la pensión por jubilación a la que tiene derecho la quejosa, en los 

términos establecidos; finalmente, lo informe a este juzgado remitiendo 

las constancias que lo acredite, sin que sea motivo del cumplimiento 

las sumas aritméticas que realice la responsable al respecto, ni la 

continuación de pagos de pensión posteriores.

Es aplicable por analogía la tesis 2a. CV/2013 (10a.), 

sustentada por la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación que a la letra dice:

“CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. LOS 
ALCANCES POR LOS QUE SE OTORGUE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL DEBEN DELIMITARSE EN FUNCIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO Y EN CONSIDERACIÓN DE LA ETAPA 
PROCESAL EN LA QUE SE SITÚA DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO LABORAL (ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a. /J. 45/2007). Esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
citada, sostuvo que cuando se concede la protección 
constitucional por violación a la garantía de impartición de justicia 
pronta, contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los efectos de la sentencia de 
amparo deben comprender no sólo las omisiones y dilaciones de 

13 Tesis: 2a. /J. 135/2019 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Octubre 
de 2019, Tomo II, página 1932, Registro digital 2020857.
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tramitar un juicio laboral dentro de los plazos y términos legales, 
señaladas en la demanda de amparo, sino también las 
subsecuentes. Sin embargo, una nueva reflexión conduce a 
abandonar el criterio referido, toda vez que los alcances por los 
que se otorgue la protección constitucional deben delimitarse en 
función del acto reclamado y en consideración a la etapa 
procedimental en la que se sitúa dicho acto dentro del 
procedimiento laboral, en respeto a los principios de congruencia y 
exhaustividad de las sentencias previstos en los artículos 74, 75 y 
77 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 2 de abril de 2013”.14

Por lo anteriormente expuesto y fundado, este Juzgado Séptimo 

de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el estado 

de México, con residencia en Toluca:

R E S U E L V E
Único. La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a **** 

**** ******* ***** *****, contra el acto reclamado a la autoridad 

responsable precisada en el considerando tercero, para los efectos 

precisados en el diverso último de esta resolución.

Notifíquese como legalmente corresponda.

Lo resolvió y firma Itzel Alejandra Martínez Arriaga, Jueza 

Séptimo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el 

Estado de México, con residencia en Toluca, asistida de Abimelec 

Augusto Figueroa Lagunas, Secretario que autoriza y da fe.

AJJB.

EL SECRETARIO DEL JUZGADO CERTIFICA: QUE LA 
PRESENTE DETERMINACIÓN, SE ENCUENTRA INTEGRADA AL 
EXPEDIENTE ELECTRÓNICO Y CONCUERDA CON EL EXPEDIENTE 
FÍSICO. DOY FE.

En esta fecha se hace constar que se envió el oficio 11900. 
Conste.

14 Tesis: 2a. CV/2013 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 1, Diciembre de 
2013, Tomo I, página 732, Registro digital 2005150.
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En Toluca, Estado de México, siendo las nueve horas del 
______________________________, el Actuario del Juzgado Séptimo de 
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de México, 
publicó en la lista de este órgano jurisdiccional, la resolución o acuerdo que 
antecede, con lo cual quedan notificadas de ello las partes en este juicio de 
amparo, hecha excepción de las que deban notificarse personalmente o por 
oficio, se asienta la presente razón, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 24, 26 fracción III, y 29, de la Ley de Amparo. Doy fe.

Actuario judicial.

En _________________________, surtió todos sus efectos legales 
la notificación a que se refieren las razones que anteceden, conforme a la 
fracción II del artículo 31 de la Ley de Amparo. Doy fe.

Actuario judicial.
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aEl dieciseis de junio de dos mil veintiseis, el licenciado Abimelec Augusto

Figueroa Lagunas, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Séptimo de
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de México,
con residencia en Toluca, hago constar y certifico que en esta versión pública
no existe información clasificada como confidencial o reservada en términos
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Conste.


